
Opinión

En el sector privado siguen las preocupacio-
nes por el contenido del proyecto de ley que hace 
ajustes al Seguro de Invalidez y Sobrevivencia 
(SIS), que quedó comprometido con la reforma 
de pensiones y que este miércoles se votó en 
general en la comisión de Trabajo del Senado. 
Tanto el gremio que agrupa a las AFP, como el 
de las compañías de seguros han hecho una se-
rie de advertencias respecto de la iniciativa.

La presidenta de la Asociación de AFP, Paulina 
Yazigi, envió una carta a dicha comisión en la 
que la economista plantea discrepancias con 
la exposición del superintendente de pensio-
nes, Osvaldo Macías, la que fue realizada por 
el regulador el 21 de julio en el marco de la 
tramitación de la iniciativa. El regulador ha 
refutado los argumentos de las administra-
doras en contra de la iniciativa. En detalle, la 
economista planteó que los beneficios y pres-
taciones del SIS pertenecen al Seguro Social y 
no deben, en consecuencia, confundirse con 
las pensiones de invalidez o con las pensiones 
de sobrevivencia del sistema de pensiones en 
general. En palabras simples, expuso que los 
beneficios del SIS son prestaciones del Seguro 
Social, y, como tal, son propias de este seguro y 
no de la capitalización individual, teniendo un 
rol específico y diferenciado dentro del modelo 
chileno. Además, en la carta cuestionó que el 
superintendente señale que la reforma mantie-
ne entre las funciones de las AFP el proceso de 
administración de las pensiones de invalidez y 
sobrevivencia, incluyendo la gestión operativa 
del SIS y la calificación de invalidez, entregan-
do los servicios a la totalidad de sus afiliados 
estén o no cubiertos por el SIS.

Yazigi también se refirió a otros dos te-
mas: las Comisiones Médicas y su carácter de 
órgano público y la vulneración del principio 
de irretroactividad de la ley en cuanto al uso 
de las reservas especiales.  Sobre este último 
punto, estimó que Macías justificó el texto del 
proyecto señalando que la eventual aplicación 
retroactiva de la ley sería “un evento que se 
considera de muy baja probabilidad”, lo que a 
su juicio avalaría mantener la responsabilidad 
en las AFP.   A juicio del gremio, esa es una 
apreciación subjetiva que relativiza un princi-
pio jurídico fundamental: la irretroactividad 
de la ley. En detalle, apuntó a que la continui-
dad operativa de un contrato, debe beneficiar 
a ambas partes y no solo al Estado, y no debe-
ría extenderse a entidades privadas como las 
AFP si no existe contraprestación o control so-
bre el seguro.  Además, la misiva planteó que 
la interpretación del Superintendente confunde 
la responsabilidad de pago con la necesidad de 
financiamiento. El gremio ha insistido en que 
las reservas deben estar vinculadas a quien tie-
ne la obligación de pagar y que no es aceptable 
transferirlas al FAPP y dejar la responsabilidad 
de pagar a las AFP’s.

En resumen, los operadores privados del 
sistema de seguridad social cuestionando el ca-
rácter de seguridad social y de la obligación de 
entregar pensiones dignas, pero defendiendo 
las jugosas ganancias que el sistema entrega… 
el mundo al revez…

Pareciera que los únicos interesados en 
el Control Interno son los contadores audi-
tores, abogados de la línea de contralores, y 
algunos administradores de empresas pri-
vadas, públicas y sociales.  Y hoy, cuando 
analizas la cantidad de fraudes corporati-
vos, evasiones de impuesto, desfalcos, entre 
otros, queda la duda si no se entiende o sim-
plemente no lo quieren aplicar, dando vida a 
la corrupción.

Podemos decir que control interno es el 
conjunto de normas o leyes internas de las 
empresas e instituciones, que son llevadas a 
la práctica con procedimientos y tareas, para 
que la entidad logre sus objetivos de manera 
eficiente, es decir, usando muy bien sus re-
cursos de tiempo y dinero.  No malgastando, 
no perdiendo, no equivocándose.

Después debe generarse un ambiente de con-
trol, que nace de los directivos de la empresa, 
empapando a los trabajadores para prevenir 
errores.  Y a su vez, se genera conciencia de 
que los controles no son una odiosidad, si 
una prevención que pone en alertas oportu-
nas a la organización.

Una vez que la empresa se compromete con 
el control interno debe realizar evaluaciones 
de riesgo, es decir, identificar en qué lugar 
o procedimiento se podrían perder recur-
sos (tiempo o dinero), y de acuerdo al grado 
de posibilidad de ocurrencia y a la cantidad 
de dinero que se perdería, se categorizan en 
una matriz de riesgo, para aplicar controles 
que eviten o minimicen su ocurrencia.  Con 
esto, conocemos a cabalidad la empresa o 
institución.

Pero si esto es solo para el papel, y no se 
implementa un departamento de auditoría in-
terna autónoma, que no depende de ningún 
gerente o jefe de área, y que solo rinda cuen-
tas a los altos directivos, es igual que nada.   
Son los altos directivos quienes deben hacerse 
cargo de imponer y exigir a todos los jefes la 
implementación de las medidas correctivas, 
y aplicar sanciones si correspondiese.

Toda la empresa está informada y es mo-
nitoreada permanentemente, porque ya 
sabemos que en la confianza está el peligro.  
No se puede pensar que, porque hoy día la 
empresa funciona bien, mañana seguirá por 
el mismo camino sin la necesidad del con-
trol.   Con el monitoreo se impide que nazca 
la tentación en el trabajador o funcionario de 
incurrir en algún ilícito o negligencia culpo-
sa, que perjudique los recursos de la empresa 
o institución.  

¿Nos afecta como ciudadanos la existencia 
de fraudes?  Ud. podría decir que le da lo mis-
mo, pero el impacto si una empresa incurre 
en malas prácticas es una menor recauda-
ción de impuesto que afecta en especial a los 
más vulnerables o con desempleo a los traba-
jadores. Si es una institución del Estado, se 
pierden los escasos recursos con que cuenta 
Chile, para tantas e interminables necesida-
des sociales a las que hay que dar respuesta.   
Como ciudadanos debemos apoyar el control, 
no importa lo odioso que se perciba, siendo 
necesario evitar pérdida de recursos, y man-
tener una cultural que nos diferenciaba del 
resto de los países de América.

Desde hace años, e incluso décadas, la seguridad 
se ha posicionado como una de las mayores preocu-
paciones de la ciudadanía tanto a nivel nacional como 
regional. Las encuestas de opinión, las conversacio-
nes cotidianas y los debates políticos dan cuenta de 
ello: la seguridad es un tema que trasciende gobier-
nos, colores políticos y coyunturas específicas. Sin 
embargo, no podemos hablar de ella como si se tra-
tara de una realidad uniforme en todo el país. La 
inseguridad se expresa de manera distinta depen-
diendo de la zona geográfica de la que hablemos, con 
problemáticas particulares que responden a factores 
culturales, sociales y territoriales propios.

En nuestra región, por ejemplo, las dinámicas de-
lictivas no son idénticas a las de la capital ni a las de 
otras ciudades del norte. Mientras en algunas zonas 
el principal problema tiene que ver con delitos vio-
lentos o con la penetración del narcotráfico, en otras 
—como la nuestra— cobran relevancia situaciones 
vinculadas a la violencia intrafamiliar, el consumo 
problemático de alcohol y drogas, los robos menores, 
el abandono de espacios públicos o la falta de pre-
sencia policial en sectores apartados. La sensación 
de inseguridad, por tanto, no siempre está ligada a 
hechos delictivos de gran magnitud, sino también a 
pequeños episodios reiterados que van generando 
un ambiente de desconfianza y temor.

Es por ello que resulta fundamental pensar la 
seguridad desde una perspectiva regional, con es-
trategias que consideren nuestras particularidades 
y que no se limiten a replicar recetas diseñadas en 
Santiago para una realidad completamente distinta. 
Necesitamos políticas públicas que comprendan, por 
ejemplo, la dispersión geográfica de nuestras locali-
dades, las dificultades de conectividad, la influencia 
del clima en la vida diaria y la importancia de for-
talecer el tejido comunitario como primera barrera 
frente a la delincuencia.

En este contexto, el Consejo Regional ha decidido 
designar a dos de sus integrantes para participar acti-
vamente en el Consejo Regional de Seguridad Pública. 
Quien escribe estas líneas ha tenido el honor de ser 
elegido como titular, mientras que el consejero Juan 
Morano asumirá como suplente. Esta instancia tie-
ne como principal objetivo coordinar a los distintos 
actores relacionados con la seguridad con el fin de 
generar diagnósticos más precisos y, sobre todo, es-
trategias más efectivas.

La importancia de este consejo radica en que per-
mite sentar en una misma mesa a instituciones que 
muchas veces trabajan de manera paralela, sin sufi-
ciente articulación. La seguridad pública no puede ser 
entendida únicamente como más patrullajes o más 
cámaras de vigilancia; también involucra prevención, 
educación, recuperación de espacios públicos, apoyo 
a víctimas y acompañamiento a familias que viven 
realidades complejas. Por eso, contar con una instan-
cia de coordinación no es un detalle administrativo, 
sino una herramienta clave para evitar duplicidades, 
aprovechar mejor los recursos y dar respuestas inte-
grales a la ciudadanía.

Nuestro compromiso, desde el Consejo Regional, 
será contribuir a que las políticas de seguridad no se 
queden solo en diagnósticos o en promesas de cor-
to plazo. Queremos impulsar planes sostenibles, que 
fortalezcan la confianza de la comunidad en sus ins-
tituciones y que reconozcan que la seguridad también 
se construye a través de la cohesión social, la parti-
cipación ciudadana y la inversión en oportunidades 
para nuestros jóvenes.

Porque hablar de seguridad no es únicamente 
hablar de represión del delito. También es hablar de 
cómo fortalecemos la educación, de cómo genera-
mos espacios de recreación, de cómo acompañamos 
a quienes enfrentan adicciones y de cómo diseñamos 
ciudades más inclusivas y seguras. En definitiva, se 
trata de entender la seguridad como un derecho co-
lectivo, que solo puede garantizarse cuando todos los 
actores del Estado y de la sociedad trabajan de mane-
ra coordinada y con un horizonte común: construir 
una región más segura, más justa y más humana 
para todas y todos.

¿Seguridad social o 
asegurar las ganancias 
del sistema?

¿Dónde está el 
control interno?

Seguridad pública 
y política

Claudio Flores,  
Ingeniero Comercial

Adolfo Canales Guentelicán, 
presidente regional del colegio de contadores

Arturo Díaz Valderrama, 
Consejero Regional de Magallanes
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